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GS-2024-0XXXXXX-MEVAL

Bello, 01 de abril de 2024

Asunto: solicitud de apoyo para garantizar visitas conyugales en la Estación de Policía XXXX.

De manera atenta y respetuosa me permito poner en su conocimiento una situación de carácter institucional, social y humanitario que se presenta de manera reiterada en esta unidad policial, relacionada con las solicitudes de visitas conyugales elevadas por familiares y parejas de personas privadas de la libertad que permanecen bajo detención transitoria en la Estación de Policía.

Como es de su conocimiento, la Estación de Policía XXX no constituye un establecimiento penitenciario ni carcelario, sino un lugar de reclusión excepcional, provisional y transitorio, destinado a la custodia temporal de personas capturadas mientras son puestas a disposición de la autoridad judicial competente o trasladadas a centros carcelarios administrados por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC. En tal sentido, sus instalaciones no se encuentran diseñadas ni reglamentadas para el desarrollo de actividades propias del tratamiento penitenciario, como la visita íntima o conyugal.

No obstante lo anterior, conforme a la Constitución Política y a lo dispuesto en la Ley 65 de 1993, las personas privadas de la libertad solo tienen restringido el derecho a la libertad personal, conservando la titularidad y el ejercicio de los demás derechos fundamentales que no resulten incompatibles con la reclusión, en especial la dignidad humana, la intimidad, la familia y el libre desarrollo de la personalidad; en efecto, el artículo 5 del Código Penitenciario y Carcelario establece que en los establecimientos de reclusión debe prevalecer el respeto por la dignidad humana y las garantías constitucionales, mientras que su artículo 9 reafirma que la ejecución de la pena y el tratamiento penitenciario tienen como finalidad la resocialización, lo cual impone al Estado un deber reforzado de protección y prohíbe cualquier restricción adicional no prevista en la ley ni justificada bajo criterios de legalidad, necesidad y proporcionalidad.

En este sentido, la Corte Constitucional, mediante la Sentencia SU-122 de 2022, ha reiterado que, si bien las estaciones de policía, URI y carceletas no pueden ser asimiladas a establecimientos penitenciarios, ello no exonera al Estado del deber de garantizar los derechos fundamentales de las personas privadas de la libertad ni de asegurar condiciones mínimas de dignidad humana, aun cuando se trate de lugares de reclusión transitoria. La Corte ha señalado que estas personas deben permanecer en condiciones compatibles con la dignidad humana y que las autoridades deben adoptar medidas de coordinación interinstitucional para hacerlo posible.

Actualmente, esta Estación alberga aproximadamente cincuenta y dos (52) personas privadas de la libertad, cifra que supera la capacidad instalada, lo cual dificulta materialmente garantizar de manera directa condiciones adecuadas de seguridad, intimidad, salubridad y orden interno para la realización de visitas conyugales dentro de la unidad policial. Sin embargo, esta limitación no puede traducirse en la negación del derecho, sino en la necesidad de buscar soluciones institucionales articuladas que permitan su ejercicio de forma segura, digna y legal.

En este contexto, respetuosamente acudimos a la Administración Municipal, como autoridad territorial llamada a liderar la articulación interinstitucional, para solicitar su valioso apoyo en la realización de gestiones, coordinaciones y mesas de trabajo con las entidades competentes, tales como el INPEC, la Personería Municipal, la Defensoría del Pueblo, la Secretaría de Gobierno, la Secretaría de Salud, entre otras, con el fin de:

· Evaluar y definir alternativas institucionales que permitan garantizar el derecho a la visita conyugal bajo condiciones de dignidad humana.
· Establecer mecanismos transitorios o espacios externos a la Estación de Policía que hagan viable el ejercicio de este derecho, sin desnaturalizar la función policial ni vulnerar el marco normativo vigente.
· Fortalecer la coordinación interinstitucional, en cumplimiento de lo señalado por la Corte Constitucional, evitando la judicialización reiterada de una situación que requiere soluciones estructurales.

Es importante señalar que esta solicitud no obedece a una negativa institucional al reconocimiento de derechos, sino al compromiso de la Policía Nacional de actuar conforme al marco constitucional y jurisprudencial vigente, promoviendo, junto con la Administración Municipal, acciones concretas que permitan garantizar los derechos fundamentales y las condiciones de dignidad humana de las personas privadas de la libertad.

Confiamos en su liderazgo, compromiso institucional y sensibilidad social para abordar esta situación de manera conjunta, en beneficio de los derechos fundamentales, la convivencia ciudadana y la correcta prestación del servicio público de policía.

Agradeciendo de antemano la atención prestada, quedo atento a las orientaciones y coordinaciones que desde su despacho se estimen pertinentes.
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